1. Sírvase proporcionar información y estadísticas (incluidas encuestas, censos, datos administrativos, literatura, documentos jurídicos y normativos, informes y estudios) relacionados con el ejercicio de los derechos a la salud sexual y reproductiva de las niñas con discapacidad, con especial atención en lo siguiente áreas:

· Estereotipos, normas, valores, tabúes, actitudes y comportamientos nocivos relacionados con la salud sexual y reproductiva y los derechos de las niñas con discapacidad;

· Educación sexual (en contextos formales y no formales) y acceso a información sobre salud sexual y reproductiva;

· Acceso a servicios de salud sexual y reproductiva apropiados para la niñez y la juventud;

· Prevención, atención y tratamiento de las infecciones de transmisión sexual;

· Violencia contra las niñas con discapacidad que afecte su disfrute de sus derechos a la salud sexual y reproductiva; y

· Prácticas nocivas como la esterilización forzada y el matrimonio infantil, temprano y forzado.

En Uruguay se han dado algunos pasos que dan cuenta de los intereses conjuntos de la sociedad civil organizada de personas con discapacidad, los servicios de salud sexual y reproductiva y el gobierno –nacional y locales- por evidenciar y comenzar a comprender la interseccionalidad de género y discapacidad, en especial considerar los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres con discapacidad y las barreras que ellas enfrentan para el ejercicio pleno y responsable de esos derechos consagrados.

En 2010 se realizó el Estudio sobre el acceso de las mujeres con discapacidad a los servicios de salud sexual y reproductiva en Montevideo, apoyado financieramente por ONU Mujeres con la participación de la sociedad civil y la Intendencia de Montevideo; se anexa el documento.

En este estudio se hizo: 

-Un relevamiento de la normativa internacional y nacional vigente, sus definiciones en relación a la discapacidad y la SSRR.

-Un chequeo de las barreras presentes en los servicios de SSRR–públicos y privados- siguiendo criterios de accesibilidad universal.

-Entrevistas a responsables de los servicios de SSRR.

-Focus grup con mujeres con discapacidad mayores de edad (18 años o más) usuarias de estos servicios.

-Una encuesta acerca de derechos SSRR de mujeres con discapacidad y sus experiencias como usuarias de servicios de SSRR.

-Talleres con mujeres con discapacidad sobre sus derechos SSRR donde se brindó información accesible y se recogió sus inquietudes e historias de vida.

A partir de la publicación de los datos y su presentación en los ámbitos involucrados se produjeron efectos multiplicadores muy importantes:

-Coloquio con las cátedras pertinentes de la Universidad de la República para problematizar el tema SSRR y discapacidad, evidenciando la falta de trasversalidad de la temática en la curricula de formación de los recursos humanos del sector salud.

-Creación, en el Programa Nacional de Discapacidad, de un Área de Género y Generaciones.

-Elaboración de una Guía sobre los derechos sexuales de las personas con discapacidad, en cooperación con OPS, MSP y MIDES; se adjunta documento.

-Reposicionamiento en la sociedad civil de la Asociación de mujeres uruguayas con discapacidad (aún en conformación). 

Se destacó en los mencionados resultados y en los diferentes análisis de la información levantada por el estudio la fuerte presencia del componente “violencia de género” en todos los relatos y debates del grupo de mujeres con discapacidad y las dificultades para: tomar conciencia de los hechos de violencia, poder pedir ayuda y recibirla, poder denunciar sin perder los apoyos familiares, poder acceder a los servicios de Violencia Basada en Género y efectuar su proceso de salida, inexistencia de la reparación.

Se levantó esta interseccionalidad para su problematización conjunta entre los diferentes actores involucrados y hubo progresos constatables, surgidos del trabajo coordinado entre PRONADIS desde su Área de Género y Generaciones y el Instituto Nacional de las Mujeres:

-Primer seminario nacional sobre Género, Discapacidad y Violencia: “Una vida libre de violencia para todas las mujeres”.

-Elaboración de un Manual de recomendaciones para los servicios de atención a mujeres en situación de violencia de género, para la incorporación de la perspectiva de discapacidad llamado Género, Discapacidad y Violencia: una vida libre de violencia para todas las mujeres.

Ese manual se sigue trabajando como insumo para el debate y la reflexión acerca de las barreras y los obstáculos que encuentran las mujeres con discapacidad en los diferentes momentos relacionados con la violencia de género: detección, reconocimiento, pedido de ayuda, denuncia, proceso de salida, reparaciones.

2. Sírvase proporcionar información sobre cualquier iniciativa innovadora que se haya adoptado a nivel local, regional o nacional para promover y garantizar el ejercicio de la salud sexual y reproductiva y los derechos de las niñas con discapacidad, e identificar las lecciones aprendidas de éstas.

A partir de la evidencia lograda en el Estudio y sus diferentes ámbitos de repercusión, se diseñó una estrategia llamada “Barriendo barreras”. Tiene dos componentes:

-Taller dirigido al sector salud con los siguientes objetivos:

a-Compartir los resultados del Estudio.

b- Poner en común la normativa internacional y nacional sobre discapacidad.

c- Identificar barreras detectadas en los servicios de SSRR. 

d- Problematizar con los equipos la situación de las mujeres con discapacidad y los obstáculos para el ejercicio de sus derechos en la atención de su salud SSRR.

-Taller dirigido a referentes de la sociedad civil y otros referentes del área social con los objetivos:

a- Compartir los resultados del Estudio.

b- Compartir y debatir sobre la normativa internacional y nacional de discapacidad. Identificar brechas existentes entre la normativa vigente y el efectivo ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad.

c- Transmitir el modelo social de la discapacidad y sus implicancias sociales. Responsabilidad social como eje en el cambio.

d- Debate sobre la participación de las personas con discapacidad, su dimensión como sujetos de derechos y su fortalecimiento para lograr los cambios hacia el modelo social.

Esta estrategia se llevó a todo el territorio nacional.

Analizando su impacto se definieron ajustes:

-Se incorporaron instancias obligatorias de “Barriendo barreras” para jefas/es de servicios de SSRR de todo el territorio nacional, dado que se detectó que su participación se veía obstaculizada por sus múltiples actividades y responsabilidades.

-Se incorporó la temática de violencia de género a la estrategia, levantando este componente del análisis de las instancias sociales de todo el territorio nacional; y desde el Estudio mismo.

-se amplió el público en el sector salud, llegando al Primer Nivel de Atención en la región metropolitana. Se avanza hacia las diferentes regiones del resto del país.

Ante la experiencia, y sumando la demanda cotidiana dirigida al Programa Nacional de Discapacidad en relación a la interseccionalidad de género, discapacidad y violencia, se crea un dispositivo profesional inscripto en la División de Atención a Situaciones de discapacidad y dependencia (PRONADIS) con el objetivo de asesorar a los equipos de atención en violencia basada en género en la perspectiva de discapacidad.

Esta experiencia ha sido muy exitosa, se está sistematizando su práctica y se ha logrado validar su espacio de trabajo en articulación con los demás actores en la temática.

Se han logrado avances en la capacitación de estos equipos y en la progresiva revisión de sus protocolos, con la intención de lograr la plena inclusión de la población con discapacidad en los sistemas de respuesta a la violencia.

1- Sírvase proporcionar información sobre existencia de legislación y políticas destinadas a garantizar y proteger el derecho a la libertad y seguridad de las personas con discapacidad

 

Nuestro país, cuenta con normativa que garantizan el derecho a la libertad y seguridad de primer orden, la Constitución de la República, la ley nº 18.651 “Protección Integral de Personas con Discapacidad”, ley Nº 18.418 “Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad”.
 

2- Sírvase proporcionar información sobre legislación y políticas relevantes sobre:

 

- Ejercicio a la capacidad jurídica. 

Las personas tienen capacidad jurídica, aunque no en su totalidad dado que nos encontramos en un proceso de transición hacia la modificación de nuestro Código Civil, la actual norma, hace referencia a incapacidad total lo cual genera que un juez al declarar incapaz a la persona, hace que esta pierda derechos fundamentales como votar, trabajar y casarse entre otras. Sin embargo, la normativa da posibilidad a través de nuestro Código general del Proceso  en su art. 444.2 dice: Podrá, especialmente, designarle un curador interino, someterle a un régimen de asistencia y de administración provisoria de sus bienes e incluso detener los procedimientos en espera de la evolución de la  enfermedad. Las curatelas legítimas establecidas en los artículos 441 y  siguientes del Código Civil serán en todo caso respetadas, pudiendo el tribunal, por motivos fundados, regular los modos de su ejercicio. El art. mencionado estable que un Juez de Familia puede no declarar totalmente a una persona incapaz, sino buscar alternativas como asistencia o representante y de esa forma no tener influencia negativa en los derechos. Se viene trabajando en pasar a un sistema de apoyos y que se aplique el artículo 12 de la Convención.
 

- derecho de las personas con discapacidad en instituciones, incluidos los procesos de desintitucionalización

 

- ingreso involuntario a servicios de salud mental u otras instituciones

 

Se encuentra en el Parlamento el Proyecto de Ley de Salud Mental
 - criterios para determinar la ausencia de responsabilidad penal

 

Imputar significa poner algo en la cuenta de alguien, o sea "poner a cargo, atribuir a un sujeto un hecho determinado para hacerlo sufrir sus consecuencias".
Para que un sujeto pueda ser culpable de una infracción penal debe tener las facultades requeridas para poder ser motivado en sus actos por la norma. La existencia de la acción está unida al poder de motivación, que se puede definir como la propia expresión de su sentido.
Quien carece de esta capacidad de culpabilidad, por ejemplo, por sufrir graves alteraciones psíquicas que lo llevan a no apreciar conscientemente el acto que cumple y a dirigirse según esa determinación, o por no tener una madurez suficiente porque es un menor de edad, no puede ser culpable y por tanto no puede ser penalmente responsable de sus actos, por más que ellos sean típicos y antijurídicos.
La imputabilidad no es sinónimo de salud mental, así como la inimputabilidad tampoco significa enfermedad psíquica o física. El concepto debe ser independizado de la enfermedad o de la salud, pues se trata de una noción netamente jurídica, aunque sea preciso a veces examinar algunos aspectos a través de nociones de carácter médico.
La capacidad de culpabilidad es una capacidad personal que debe ser evaluada en cada caso concreto en relación con el hecho cometido.
Esa capacidad personal de motivación no es otra que la aptitud para comprender la antijuridicidad del acto (la desaprobación por la ley penal) y la de dirigirse libremente según esa comprensión.
Una cosa es la capacidad de entender y querer concebida genéricamente y otra muy distinta es la de haber comprendido la desaprobación por parte de la ley penal y haber querido igual el hecho concreto realizado.
No basta con ser imputable a priori, sino que se debe ser imputable en el momento del hecho y respecto del acto concreto.
Un sujeto puede ser imputable para ciertos delitos e inimputable para otros.
 - la incapacidad para participar en el proceso o la incapacidad para declararse culpable  o no

  - las medidas de seguridad y los programas de medidas sustitutivas.
 

Se aplican medidas alternativas a nivel general, generalmente si una persona inimputable comete un delito, es muy común que sea derivada a un Centro de atención especializado, de todas maneras, al estar en trámite la ley de salud mental hará que esto sea reformado. A nivel general Son medidas sustitutivas a la prisión preventiva:

	A)
	Presentación periódica ante el Juzgado o Seccional Policial.

	B)
	Prohibición de conducir vehículos por un plazo de hasta dos años, cuando se hubiese cometido un delito culposo, en ocasión del tránsito vehicular, contra la vida, la integridad física o se hubiera provocado daño importante en la propiedad a criterio del Juez. Se procederá al retiro de la libreta de conducir y se efectuará la comunicación correspondiente a las Intendencias y sus Juntas Locales.

	C)
	Restitución de la situación jurídica anterior a la comisión del delito.

	D)
	Interdicción: la prohibición de concurrir a determinados lugares, comercios o domicilios, incluido el propio; o la obligación de permanecer dentro de determinados límites territoriales.

	E)
	Atención médica o psicológica de apoyo o rehabilitación: la obligación de someterse a determinado tratamiento por un plazo máximo de seis meses, si el tratamiento fuese ambulatorio y de dos meses si requiriese internación.

	F)
	Prestación de servicios comunitarios: la obligación de cumplir las tareas que se le asignen, teniendo en cuenta su aptitud o idoneidad, en organismos públicos o en organizaciones no gubernamentales, cuyos fines sean de evidente interés o utilidad social. Estas medidas no podrán sobrepasar las dos horas diarias o las doce semanales y su plazo máximo de duración será de diez meses.

	
	  La Suprema Corte de Justicia establecerá los criterios generales que deberán cumplir las instituciones a que refiere este literal, a efectos de determinar las remuneraciones que se pagarán por el trabajo cumplido por los procesados y que se depositarán en el fondo a que refiere el artículo 16 de esta ley, las que se reservarán y reintegrarán al procesado si se revocase el auto de procesamiento o recayese sentencia absolutoria (artículos 235, 238 y 245 del Código del Proceso Penal).

	
	  Podrán también los Jueces cometer el cumplimiento de esta medida al Patronato Nacional de Encarcelados y Liberados o a comisiones departamentales con cometidos similares en el interior de la República.

	G)
	Arresto domiciliario: la obligación de permanecer en su domicilio, sin salir de sus límites, por un plazo máximo de tres meses o de permanecer en él dentro de determinados días u horas por un plazo máximo de seis meses.

	H)
	Arresto en horas de descanso: la obligación de permanecer los días laborables durante las horas de descanso bajo arresto por un plazo máximo de seis meses. El arresto deberá cumplirse en el Hogar del Liberado a cargo del Patronato Nacional de Encarcelados y Liberados, o donde el Juez lo indique.

	I)
	Arresto de fin de semana o de descanso semanal: la obligación de permanecer un día y medio continuo bajo arresto que coincidirá con el lapso de descanso semanal del procesado, que se cumplirá en una Comisaría Seccional, por un plazo máximo de seis meses.

	J)
	Cualquier otra obligación sustitutiva propuesta por el procesado y aceptada por el Juez, que cumpla con las finalidades de esta ley o suponga una adecuada reparación del mal causado.

	K)
	Si el procesado fuere solvente deberá garantizar adecuadamente el pago de los días-multa a imponerse, en caso de no ser absuelto.


 

3- Sírvase proporcionar los datos disponibles más recientes, desagregados por sexo y edad disponible sobre:

 

- personas interdictos o incapacitadas, bajo tutela o curatela

 

No se cuenta con ese dato, en nuestro país las personas declaradas incapaces se inscriben en el Registro Público que depende del Ministerio de Educación y Cultura.
 

- casos en que el Estado o una Organización ha sido nombrados tutores o curadores

 

No se cuenta con ese dato de forma registrada, si conviene precisar que la ley de salud mental busca cambiar el art 453 del C.C que dice: Los Directores de los asilos de incapaces mayores de edad son curadores legítimos de los asilados, mientras no tengan otro curador. Cuando el Director tenga noticias de que el asilado tiene bienes de alguna consideración o hijos menores bajo su potestad, debe comunicarlo al Juzgado del último domicilio del asilado o al del lugar del asilo, para
que provea a la curatela del incapaz. (*)
 

- instituciones para personas con discapacidad
 

NO TENEMOS ESTE DATO

 

- personas con discapacidad en instituciones

 

NO TENEMOS ESTE DATO

 

- registro sobre el uso del aislamiento y contención química o mecánica, y su frecuencia

 

NO TENEMOS ESTE DATO

 

- ingresos involuntarios a servicios de salud mental u otras instalaciones sociales

 

NO TEEMOS ESTE DATO

 

- centros de salud mental existentes que admitan pacientes internos

 

NO TENEMOS ESE DATO

 

- camas de salud mental en hospitales psiquiátricos y hospitales

 

CORRESPONDE AL MSP

 

- promedio de días que una persona pasa bajo ingreso voluntario en centros de salud mental

 

NO TENEMOS ESE DATO

 

- personas que no han sido declaras no aptas para ser juzgadas y no aptas para declararse culpables o no

 

- personas declaradas no personalmente responsables

 

NO TENEMOS ESE DATO

 

- instituciones para los procesados declarados no aptos para ser juzgados o declarados no penalmente responsables, y el número de reclusos

 

NO TENEMOS ESE DATO

 

 

4- Sírvase proporcionar información sobre jurisprudencia, denuncia o investigaciones en relación con abusos y violencia contra las personas con discapacidad en el hogar.

 

El pensar la discapacidad desde un modelo social, así como también el trabajar en torno a la consideración de las recomendaciones realizadas por el Comité sobre los derechos de las personas con discapacidad nos permite introducir la idea de apoyos. 
Aislamiento, abuso patrimonial, institucional, abuso sexual, explotación y trata hoy están presentes en las situaciones de personas con discapacidad con sus derechos vulnerados, siendo particularmente afectadas las mujeres y las niñas con discapacidad quienes además ven en general silenciados sus discursos con estrategias impuestas tales como la desacreditación, el menosprecio y la minimización de las situaciones de vida por las que transitan. Esto adquiere un rasgo cuasi perverso cuando las denunciantes de las múltiples situaciones de violencia son mujeres cuya discapacidad esta en el orden de lo intelectual o psíquico, al atribuírsele a sus denuncias estatus delirante. Por tanto, las denuncias expresas son fácilmente ignoradas, desestimadas o ignoradas, circulando por vías no formales o quedando, en las vías formales, archivadas o “pendientes”.
Si bien desde esta División se trabaja en contacto permanente con los servicios de abordaje del Instituto Nacional de las Mujeres, aún resulta insuficiente el reconocimiento de la situación de doble vulneración en la que quedan atrapadas las personas con discapacidad que padecen violencia. 
Si bien se entiende que la situación de pérdida de autonomía se da para todos los casos en los que el ejercicio de violencia se encuentra presente, para el caso de las personas con discapacidad esto representa una doble carga ya que, es precisamente esta autonomía la que se afecta en situaciones de discapacidad.
En referencia a los servicios que abordan mujeres en situación de violencia sumar a las mujeres con discapacidad viene siendo un proceso sostenido. Sin embargo, cuando se requiere pensar desde estos espacios en dispositivos de contención, protección, cuidado, separación y alejamiento de sus agresores para las mujeres con discapacidad con hijos a cargo, se vuelve una tarea ardua, debido a la inexistencia de los mismos, o lo que la más de las veces representa un problema más grave, existiendo el dispositivo se niega a recibir a las mujeres con discapacidad ya que se asume representan un gasto y un esfuerzo mayor al requerir apoyos.
En esta línea es necesario incorporar en las políticas y programas dirigidos a mujeres en situación de violencia, la mirada de la discapacidad que se impone desde la interseccionalidad entendiendo que, dicha mirada corresponde con una concepción de derechos humanos.
5- Sírvase proporcionar cualquier otra información pertinente (incluida información de encuestas, censos, datos administrativos, informes, estudios, y jurisprudencia) en relación con el derecho a la libertad y la seguridad de las personas con discapacidad en su país.
Adjuntamos materiales de distribución en este punto 

 

 

